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RECURSO 35/2026 
RESOLUCIÓN 39/2026 
 
 
Resolución 39/2026, de 26 de febrero, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 35/2026, 
interpuesto por la asociación Mi Proyecto de Vida contra el pliego de 
prescripciones técnicas que ha de regir la contratación del servicio 
de recogida de perros abandonados en municipios de menos de 
20.000 habitantes de la provincia de Salamanca, promovido por la 
Diputación Provincial de Salamanca (expediente 25F.2.1.01.06). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por el Decreto n.° 8.149, de 19 de diciembre de 2025, de la 

Presidencia de la Diputación de Salamanca, se aprueba el expediente de 
contratación y los pliegos que han de regir la contratación del servicio de 
recogida de perros abandonados en municipios de menos de 20.000 habitantes 
de la provincia de Salamanca, años 2026-2027. 

 
El anuncio de licitación de este contrato se publica en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público el 23 de diciembre de 2025. 
 
Segundo.- El 21 de enero de 2026 la asociación salmantina para la 

defensa de animales Mi Proyecto de Vida, representada por Dña. yyy, interpone 
recurso de reposición frente al pliego de prescripciones técnicas (PPT) del 
contrato de referencia, fundamentado en que en ninguna de sus cláusulas se 
hace referencia a la necesidad de esterilización de los animales, cuando es una 
obligación prevista en el artículo 23 de la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de 
protección de los derechos y el bienestar de los animales.  

 
Solicita también que se aumente el personal mínimo exigido en los pliegos 

ya que el previsto no podría cumplir los cometidos asignados en el mismo.  
 
Tercero.- Se han recibido en el Tribunal el expediente y el informe del 

órgano de contratación de 4 de febrero de 2026. El informe califica el recurso 
de reposición interpuesto como recurso especial en materia de contratación, 
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se allana a la primera pretensión formulada por la reclamante, deniega la 
segunda y declara su intención de desistir del presente procedimiento de 
adjudicación.  
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso al resto de licitadores, no se 
han presentado alegaciones. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, 
de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- El recurso se ha interpuesto contra el PPT de un contrato de servicios 
cuyo valor estimado (278.905 euros) es superior a 100.000 euros, susceptible, 
por tanto, de recurso especial en materia de contratación, conforme a los 
artículos 44.1.a) y 44.2.a) de la LCSP. 

 
El recurso se ha presentado en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) 

de la LCSP. 
 

3º.- Sobre la legitimación, el artículo 48 de la LCSP dispone que “Podrá 
interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona 
física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, 
se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o 
indirecta, por las decisiones objeto del recurso. (…)”. 

 
Por su parte, el artículo 24 del Reglamento de los procedimientos 

especiales de revisión de decisiones en materia contractual y de organización 
del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el 
Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, relativo a los “Casos especiales 
de legitimación” señala en su apartado 1 que, “Sin perjuicio de los supuestos 
generales previstos en el artículo 42 del texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público y en el 102 de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, los recursos 
regulados en este Reglamento podrán ser interpuestos por las asociaciones 
representativas de intereses relacionados con el objeto del contrato que se 
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impugna exclusivamente cuando lo sean para la defensa de los intereses 
colectivos de sus asociados”. 

 
En este sentido, conviene recordar, en la línea que ha reiterado este 

Tribunal, que en materia de contratación no existe acción pública; la acción 
pública es una excepción en el ordenamiento jurídico-administrativo: 
solamente existe en aquellos supuestos en que el legislador expresamente ha 
querido que la haya, y ese no es el caso de los contratos del sector público. 
La mera defensa de la legalidad, por tanto, no basta para tener por interesado 
en el procedimiento administrativo a quien lo pretenda, sino que la 
legitimación descansa en la titularidad de un derecho o interés legítimo. 

 
La evolución de la jurisprudencia sobre la legitimación en el ordenamiento 

jurídico español tiene su principal exponente en la Sentencia 34/1994, de 31 
de enero, del Tribunal Constitucional, que viene a reinterpretar el concepto de 
legitimación, partiendo del concepto de interés legítimo, considerado más 
amplio que el de interés directo (STC 60/1982, de 11 de octubre), y que es 
definido como aquel que “equivale a la titularidad potencial de una posición de 
ventaja o de una utilidad jurídica por parte de quien ejercita la pretensión y 
que se materializaría de prosperar ésta” (STC 143/1994, de 9 de mayo). El 
reconocimiento que se hace en la sentencia de referencia del carácter personal 
y legítimo del interés colectivo en el ejercicio correcto de las potestades 
administrativas supera la jurisprudencia tradicional, que reconocía legitimidad 
impugnatoria únicamente cuando concurrían intereses colectivos de carácter 
profesional, para admitir como legítimos los intereses colectivos propiamente 
sociales, desvinculados de los correspondientes intereses individuales de los 
miembros de la asociación. 

 
La legitimación tiene su principal punto de referencia en los fines de la 

asociación reconocidos estatutariamente (en este caso, la defensa de los 
animales con arreglo a la legislación vigente, de acuerdo con el artículo 3 de sus 
Estatutos), bastando con la correspondiente determinación estatutaria de los 
fines asociativos para entender cumplido el requisito legal necesario para la 
obtención de la tutela judicial efectiva, de manera que queda defendida la 
operatividad de un interés difuso derivado de los fines de esa asociación. 

 
Esta interpretación amplia del concepto de legitimación presupone que 

la resolución administrativa puede repercutir, directa o indirectamente, pero 
de modo efectivo, es decir, no meramente hipotético, potencial y futuro, en la 
correspondiente esfera jurídica de quien alega esa legitimación. En el presente 
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caso, la propia finalidad social e institucional de esa asociación (el fomento de 
la protección y bienestar del mundo animal) le confiere una consideración 
especial en todas aquellas actuaciones encaminadas a la defensa y protección 
de los animales y, en consecuencia, a la depuración de los casos concretos en 
que existan indicios de irregularidades, como lo es el que ha dado lugar al 
presente recurso. 
 

En este caso, además, el ámbito territorial del contrato coincide con el 
ámbito territorial en el que la asociación reclamante despliega su actividad, y 
el órgano de contratación no ha cuestionado su legitimación. 

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, el informe al recurso del órgano de 

contratación hace referencia a la estimación parcial del mismo, así como su 
intención de desistir del procedimiento de licitación, al entender que el pliego 
no se adecua en todos sus términos a la normativa reguladora de la protección 
de los derechos y el bienestar de los animales de la Ley 7/2023, de 28 de marzo. 

 
Así, indica el informe que, como la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de 

protección de los derechos y bienestar de los animales, en su artículo 23, 
cuando se trata de perros, gatos y hurones, establece la obligación de los 
centros públicos de protección animal de esterilizar el animal con carácter 
previo a su entrega en adopción o suscribir un compromiso de esterilización o 
no reproducción si no tuviera la edad o las condiciones suficientes para realizar 
la cirugía, según criterios veterinarios, cabría deducir que, más allá de lo 
especificado de forma expresa en el pliego respecto de la desparasitación, 
desinsectación y vacunación, debería afrontarse, como situación ordinaria en 
el desarrollo del contrato que se licita, la esterilización del animal, salvo criterio 
veterinario en contra.  

 
Sin embargo, continúa explicando el informe que “es esta obligación 

legal de esterilizar el animal la que no se ha observado adecuadamente en la 
valoración económica del servicio en licitación, al haberse interpretado, de 
forma errónea, la citada Ley sobre su alcance en que la esterilización debía 
acometerse bajo compromiso del adoptante del animal”. 

 
Por lo que, concluye el informe, atendiendo a la omisión en el pliego de 

un aspecto legal de obligado cumplimiento por parte del centro de protección 
animal, a la elevada especificidad técnica en su aplicación (cirugía veterinaria) 
y al coste económico significativo que supone, estimado en un incremento del 
15 % del importe de la licitación, ello implica la reevaluación de los costes del 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

 

5 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

servicio que se licita por una nueva necesidad. Ese incremento de costes debe 
trasladarse al estudio económico de la licitación en curso, lo que implica una 
modificación sustancial del alcance del contrato, tanto por la especificidad de 
desarrollar la nueva prestación, como por el significativo coste económico 
sobre el valor estimado de licitación actual. En consecuencia, el informe 
considera procedente desistir de la licitación y comenzar otra.  

 
Este Tribunal considera coherente con la licitación pretendida y la 

normativa vigente la estimación del recurso en este aspecto para su introducción 
expresa en los pliegos. 

 
Respecto a la segunda cuestión planteada por la recurrente (el 

incremento de personal mínimo establecido en los pliegos), el informe técnico 
propone su desestimación en virtud de “la experiencia acumulada por los 
gestores de este servicio y de una lógica eficaz de aplicación de recursos 
públicos” que consideran que “el personal exigido, operario a tiempo completo 
y veterinario a tiempo parcial, es suficiente para acometer el alcance del 
contrato que se licita en los términos indicados en el Pliego”. 

 
No obstante, este Tribunal, al estimarse el primer motivo de recurso, 

que comporta la anulación de los pliegos, entiende, por razones de economía 
procesal, que no procede entrar en el fondo de esta segunda cuestión planteada. 
Los nuevos pliegos que se aprueben deberán, en todo caso, incorporar la 
justificación del cálculo del presupuesto base de licitación y de cada uno de 
sus componentes. 

 
En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar el recurso especial en materia de contratación n.º 

35/2026, interpuesto por la asociación Mi Proyecto de Vida contra el pliego de 
prescripciones técnicas que ha de regir el procedimiento de contratación del 
servicio de recogida de perros abandonados en municipios de menos de 
20.000 habitantes de la provincia de Salamanca promovido por la Diputación 
Provincial de Salamanca (expediente 25F.2.1.01.06). 
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Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 
 

Tercero.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 
Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución.  
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k LJCA). 
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